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DICTAMEN C Nro.:  

AUTOS: “BANCO MACRO S.A. c/ 

SUCESORES DE HORACIO JOSÉ 

ZACCHIA Y OTRO – EJECUCIÓN 

HIPOTECARIA – RECURSO DIRECTO” 

Expte Nro. 7032111. 

 

Excmo. Tribunal Superior:  

I. VE otorga intervención a este Ministerio 

Público en el trámite del recurso directo interpuesto por la parte actora (fs. 105/117 vta.) 

en contra del Auto Interlocutorio Número Trece de fecha veintiuno de febrero de dos 

mil dieciocho dictado por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, 

Familia y Trabajo de Marcos Juárez (fs. 98/102vta.), que resolvió no conceder el 

recurso de casación interpuesto previamente por la propia parte actora (fs. 72/92) por ser 

formalmente inadmisible.  

La participación de esta Fiscalía General en el 

caso de marras es dispuesta a fs. 125 conforme lo prescripto por el artículo 52 de la ley 

24.240, resultando legitimado quien suscribe para dictaminar en los presentes por la 

disposición precitada de la legislación consumeril. 

 

II. Planteo recursivo 

Previo justificar la procedencia formal de su 

recurso y hacer un repaso por los antecedentes de la litis hasta la resolución denegatoria 

del recurso de casación, ingresa el quejoso en su impugnación, en lo relativo a la 

procedencia sustancial del recurso directo y desarrolla los agravios que invoca. 

El recurrente transcribe primero el agravio que 

había introducido en casación, luego efectúa un resumen con sus palabras de los 

motivos del rechazo su recurso por parte de la Cámara y finalmente bajo el título 
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“Refutación” desarrolla los agravios que le causa el rechazo de la vía recursiva 

extraordinaria intentada. 

En primer lugar expresa que se centra en 

refutar lo resuelto por la Cámara de Apelaciones de la ciudad de Marcos Juárez al 

denegar la casación articulada en la presente causa por el motivo del inc. 3 del art. 383 

del C. de P.C., demostrando que los hechos que han tenido una incidencia dirimente en 

una y otra resolución son totalmente análogos. 

Explica que en el caso de “ZACCHIA”, al 

momento de su fallecimiento, se encontraban en mora sólo dos productos, solicitados en 

el marco de la operatoria revolvente y garantizados con la hipoteca en ejecución: un 

mutuo y una tarjeta de crédito, siendo que el término “revolving” hace referencia a un 

término financiero, no jurídico. 

Se agravia por cuanto no ve como el hecho 

que el derecho real de hipoteca garantice un contrato de mutuo y un saldo deudor de 

tarjeta de crédito (como en el caso de autos) o solamente un contrato de mutuo (como en 

el caso del fallo de la Cámara 8va. Civil y Comercial de Córdoba citado como 

contradictorio y obrante en copia a fs. 62/71vta. dictado con fecha 18-02-2014 en autos: 

“BANCO PROVENCOR S.A. c/ OTERO MARIA ALEJANDRA Y/O SUS 

SUCESORES – EJECUCIÓN HIPOTECARIA – RECURSO DE APELACIÓN” Expte. 

Nro. 505186/36), pueda respaldar la disímil aplicación de la regla de derecho vigente 

contenida en el art. 549 CPCC. 

Sostiene que tendenciosamente el Camarista a 

quo ha querido ver una situación diferente donde no la había y -sin explicar el concepto 

de las operaciones tipo “revolving”- se limitó a decir que la interpretación de la Cámara 

8va. en “Provencred c. Otero” no es aplicable ya que, en la presente causa, la hipoteca 

no afianzaría un contrato de mutuo. 

Expresa que cuando el Camarista menciona en 

una línea que en fallo Bco. Provencor: “…se invoca pero no se prueba la existencia del 
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seguro de vida…”, pretende sin éxito enunciar una cuestión que en la causa antagónica 

mereció una disquisición mucho más amplia por parte del sentenciante y que, cree, hace 

a la analogía que los hechos enunciados en aquella guarda con los presentes. 

Afirma que los hechos con incidencia 

dirimente para los integrantes de la Sala 8va. de la Cámara de Córdoba en Bco. 

Provencor c. Otero, pueden resumirse de la siguiente forma: 

“a.- Ejecución de una deuda garantizada con 

HIPOTECA. Deuda (mutuo) amparada por un seguro de vida por muerte del deudor en 

un contrato distinto; b.- Muerte del Deudor. Se demanda a los Herederos; c.- Los 

herederos demandados invocan como excepción de pago la existencia de un seguro de 

vida del causante tomado por el banco actor, y consecuente efectivización de la 

cobertura que cancelaría la deuda; d.- La demandada niega se pueda adentrar en la causa 

de la obligación, aunque subsidiariamente manifiesta que la cobertura no se ha 

efectivizado, estando la deuda pendiente de pago; e.- El juez de primera instancia “iura 

novit curia” considera la defensa como excepción de inhabilidad de título, y -

considerando probado el seguro de vida- concluye que el título deviene inhábil y 

rechaza la ejecución; f.- El Juez de Cámara revoca el fallo de primera instancia 

argumentando que el CONTRATO DE SEGURO es un elemento ajeno al título 

(hipoteca) y a la causa de la obligación (mutuo), por lo cual, en virtud de las 

disposiciones del art. 548 y 549 CPCC, no puede entrar a analizar los extremos del 

mismo en el acotado proceso ejecutivo, corroborando la validez del título ejecutado”. 

Insiste en que en el caso de autos se han 

corroborado idénticas situaciones fácticas. 

Observa que es el propio camarista quien, 

meses antes de denegar la casación, reconocía expresamente en su sentencia que la 

adhesión al contrato de seguro de vida (con el cliente ZACCHIA) había sido 

instrumentada con posterioridad a la celebración de la escritura, y, en documentos 

diferentes a la misma, por lo que incurre en contradicción al decir que los hechos no son 
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análogos. 

En segundo lugar, sostiene el impugnante en 

respaldo de la analogía de los casos traídos a estudio, que su parte nunca consintió que 

el magistrado (de Primera o de Segunda Instancia) pudiera entrar a analizar en el 

presente juicio ejecutivo los pormenores de la contratación y efectiva cobertura de las 

pólizas de seguro suscriptas por BANCO MACRO con METLIFE y SAN 

CRISTOBAL, en violación a lo dispuesto por el art. 549 ss. y cc. del CPCC, en cuanto a 

la procedencia de la defensa de “inhabilidad del título”. 

Remarca que al contestar las excepciones, su 

parte explicó que las compañías no se habían hecho cargo del pago de la deuda 

habiendo alegado reticencia por parte de ZACCHIA, esbozando dicha defensa en forma 

subsidiaria y dándose idéntica situación en “Banco Provencor c. Otero”. 

Insiste en el hecho que en Bco. c. Otero se 

hubiera alegado pero no probado la existencia del seguro de vida, no es una cuestión 

que pudiera considerarse dirimente. 

Adita en el mismo sentido que, si en la 

presente causa su parte no negó la existencia de la póliza pero explicó la falta de 

cobertura por parte de las compañías aseguradoras, deviene irrelevante ya que esa 

defensa fue esgrimida subsidiariamente, pero debía prevalecer la regla del 549 CPCC 

que impedía al magistrado adentrarse a analizar la causa de la obligación. O mejor 

dicho, la existencia y pormenores de un contrato distinto: el de seguro. 

Por último, y en sustento de la analogía de los 

casos, trae a colación el último párrafo del Considerando 11 del fallo análogo del cual 

extrae varias conclusiones: 1.- la cuestión del análisis de las derivaciones del contrato de 

seguro para cobertura de la deuda ante el riesgo de muerte del deudor, excede el marco 

del juicio ejecutivo; 2.- de haberse probado la contratación del seguro de vida (como es 

del caso en autos), esa sola circunstancia no permitiría concluir que ante el fallecimiento 

de la deudora, el crédito debiera ser cubierto por un tercero (la aseguradora); 3.- si de 
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los elementos de la causa surgiera que el crédito ya había sido cubierto por la 

aseguradora, entonces la excepción procedente hubiera sido la de pago y no la de 

inhabilidad de título. 

Por lo que concluye diciendo forzosamente 

que a esta tercera disquisición apuntaba la defensa de los demandados al momento de 

contestar la demanda, sosteniendo que si el crédito debía encontrarse cubierto por las 

compañías aseguradoras, interponían excepción de pago total, que ante la negativa de su 

parte en tal sentido, no pudieron los excepcionantes probar lo contrario. 

En tercer lugar, se agravia el recurrente por el 

rechazo del recurso de casación interpuesto por la causal prevista en el art. 383, inc. 1º 

del C. de P.C. de falta de fundamentación lógica. 

En relación al Auto denegatorio de la casación 

resalta el impugnante tres (3) cuestiones. 

En la primera explica que el A Quo presume el 

pago de la deuda (cobertura del riesgo por parte de la cía. Aseguradora) del hecho de no 

haberse desconocido la existencia del contrato de seguro y el pago de las primas. 

Explica que las presunciones legales son 

afirmaciones de certeza que la ley establece en base a lo que normalmente sucede en el 

devenir de los acontecimientos, donde a una determinada causa le sucede una lógica 

consecuencia, aclarando que las presunciones son iuris et de iure cuando no admiten 

prueba en contrario y son iuris tantum las que admiten prueba en contrario. 

Adita que el que tiene una presunción iuris 

tantum solo deberá probar los presupuestos en que se basa la presunción, y si alguien 

quiere desvirtuarla será esta persona quien deberá probar que la presunción iuris tantum 

no se ajusta a la realidad; agregando que no deben confundirse las presunciones legales 

con las judiciales, que son producto del razonamiento del Juez en base a indicios 

suficientes, graves y concordantes. 

Insiste en que el iter lógico seguido por el a 
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quo tiene un grave error, lo que vuelve falsa la conclusión final. 

Sostiene que no hay en todo el plexo 

normativo legal una presunción (iuris tantum) que autorice a presumir el pago de la 

deuda cuando exista seguro de vida colectivo y pago regular de las primas, siendo que 

“el beneficiario es el propio banco, quien lo impone entre sus cláusulas contractuales 

por servicios financieros”. 

Entonces -razona-, si la afirmación asumida 

por el a quo no puede considerarse presunción judicial (por no existir indicios 

suficientes, graves, concordantes y por no ser una consecuencia lógica que se verifique 

en la normalidad de los hechos) ni tampoco está amparada por una presunción legal, 

nada autoriza a que así lo hiciera. 

En segundo lugar expresa que, como 

derivación del hecho de no existir presunción legal que ampare que deba considerarse 

extinta la deuda cuando se demostró la existencia del seguro y pago de la prima, resalta 

la falta de sustento de la inversión de la carga de la prueba que aplica el a quo. 

Agrega que esta situación fue conocida recién 

a partir de la sentencia casada, cuando ya el proceso había finalizado, al no conocerse de 

antemano por no estar dispuesto legalmente, viola gravemente el derecho de defensa de 

su mandante, colocándolo en una situación de total indefensión y vulnerabilidad. 

En tercer lugar, resalta una confusión en que 

incurre el a quo -que trasciende todo el espíritu del fallo casado- y es que la 

instrumentación del seguro de vida colectivo sobre el deudor ZACCHIA para cobertura 

de su deuda con BANCO MACRO, nunca estuvo incluida en la hipoteca que se trajo a 

ejecución. 

Por un lado, resalta que la adhesión al sistema 

de cobertura solicitada por ZACCHIA al Banco, se hizo en dos (2) documentos 

separados de la hipoteca: la de solicitud del préstamo y la solicitud de la tarjeta. 

Y por otro lado, destaca que BANCO 
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MACRO S.A. suscribió con METLIFE y con SAN CRISTÓBAL, convenios marcos 

para el aseguramiento global de todos los productos que incluyeran seguro de vida 

colectivo y en la escritura de hipoteca solo se hace mención al seguro sobre el inmueble 

sobre el que recae la garantía real de hipoteca. 

Hace reserva del Caso Federal.  

       

III. Análisis del recurso 

III. A.- Conforme se dijera ab initio, se emite  

opinión en autos en tanto se alude a la aplicación de las normas contenidas en la Ley de 

Defensa del Consumidor, la que en su artículo 52 expresamente ordena la intervención 

del Ministerio Público Fiscal, como fiscal de la ley, en los supuestos en que, como en el 

caso de marras, no actúe como parte. 

Ya en la Sentencia Nro. 38 dictada con fecha 

12-09-2017 en segunda instancia, objeto del recurso de casación que fuera no 

concedido, la cámara había aplicado la Ley de Defensa del Consumidor al caso de autos 

(tanto desde el punto de vista objetivo como subjetivo), en el Punto IV, referido a la 

resolución de los agravios, bajo el título “La Solución. Contratos Bancarios. Relación 

de consumo. Seguro de vida” (fs. 59/60), a cuya lectura nos remitimos para evitar 

reiteraciones inútiles, dando por reproducidos dichos términos y argumentos en el 

presente dictamen, por lo que en opinión de este Ministerio Público no corresponde 

ahondar más sobre la aplicación del plexo consumeril a la solución del caso de marras, 

estando ello fuera de toda discusión y no siendo objeto de los agravios concretos 

articulados por el quejoso. 

En tal sentido y para despejar cualquier tipo de 

dudas, esta Fiscalía General considera que se refuerza dicha idea por parte de la misma 

cámara A-Quo, cuando en el Auto Interlocutorio Nro. Trece (13), dictado con fecha 21-

02-2018, a los fines de la no concesión del recurso de casación, se establece a fs. 

100vta./101 que: “…Coadyuva en favor de la posición adoptada el hecho de que 
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tardíamente pretende introducir como cuestión de que para la aplicación de la 

mencionada ley (Defensa del Consumidor) es necesario indagar la posición de ambos 

co-contratantes, la del proveedor, pero también la del hipotético consumidor, quien no 

puede ser tal si no destina el producto o servicio para consumo final (v. f. 402vta.). Ello 

solo se trata de una simple reflexión tardía relacionada con la idea de justicia o 

injusticia que puede reflejar en cada uno el decisorio basado en la interpretación de la 

ley que se haga, pudiendo ser agredido en casación solo por las causales de los incs. 3 

y 4 del art. 383 CPC, (que como vimos fue descartado por cuestiones formales de 

admisión) pero nunca como hechos, sometidos a consideración de la sentencia, cuando 

no fue invocado en forma oportuna. En cuanto a la interpretación que hace el tribunal 

de la ley y no es de  agrado del casacionista, como se dijo, no habilita la denuncia del 

vicio formal de incongruencia”.  

 

III. B.- El recurso directo ha sido deducido en 

tiempo oportuno, conforme lo manifestado a fs. 106, surgiendo de fs. 117vta. el cargo 

de su recepción producido con fecha 13-03-18, en contra de una resolución denegatoria 

de un recurso de casación y por quien se encuentra procesalmente legitimado al efecto, 

acompañándose asimismo copia de los escritos exigidos por la ley ritual (artículos 402 

cc y ss del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia). 

 

III. C.- Cumplimentadas las condiciones de 

impugnabilidad objetiva, subjetiva y temporal señaladas en apartado anterior,  

corresponde verificar si se da en marras satisfacción a los demás recaudos de 

procedencia de la queja interpuesta. 

 

III. D.- Por Auto Interlocutorio Número 

Trece, del veintiuno de febrero de dos mil dieciocho, la Excma. Cámara de Apelaciones 

en lo Civil, Comercial, Familia y Trabajo de la ciudad de Marcos Juárez, rechaza la 
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concesión del recurso de casación deducido por la actora BANCO MACRO S.A, por ser 

formalmente inadmisible, confirmando el decisorio impugnado oportunamente 

(Sentencia Número Treinta y Ocho de fecha doce de septiembre de dos mil diecisiete) e 

imponiéndole las costas.  

Contra la resolución denegatoria cuestionada, 

interpone la parte actora el recurso regulado por el artículo 402 del C.P.C., agraviándose 

del criterio vertido por la Cámara al no conceder su recurso de casación por ante V.E, al 

considerar que el mérito defiende su propia resolución.  

 

III. E.- Ingresando al examen de la 

presentación directa articulada, se adelanta opinión adversa a la misma, por considerarse 

que la resolución de la Cámara interviniente, en tanto declaró inadmisible el recurso de 

casación, es acertada y conforme a derecho. 

Repárese que sostenidamente se ha 

interpretado “la debida fundamentación” como la carga que pesa sobre quien pretende 

impugnar una resolución, consistente en asumir los argumentos vertidos en ella, y 

rebatirlos -esto es- controvertirlos uno a uno y de manera fundamentada; pues sólo de 

ese modo se efectúa una verdadera crítica de la decisión que provoca agravio. 

En la queja, al constituir un verdadero recurso 

contra la resolución denegatoria de la casación, la carga procesal de quien la interpone 

consiste en fustigar la denegatoria del a quo, expresando los errores que contiene y cuya 

reparación pretende, todo ello como requisito formal de admisibilidad.  

Por ello en los casos en que el impugnante 

soslaya los argumentos de la resolución que embiste, o los parcializa, o sólo se limita a 

exponer su punto de vista sin refutar los argumentos que lo agravian, o reitera lo ya 

dicho en el recurso denegado, incurre en un yerro que obsta absolutamente la 

procedencia de su escrito, el que por dicha razón no cumple con los recaudos mínimos 

para ser considerado una impugnación. 
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Recalando en las causales invocadas, no se 

hace cargo el impugnante de las razones que fundaron un pronunciamiento contrario a 

sus pretensiones, no siendo ello base para fundar un agravio del tipo que invoca, 

aludiendo el verdadero motivo casatorio a una discrepancia con la resolución dictada 

por el mérito.  

En tal sentido, la confrontación de la sentencia 

y la casación, demuestra la exactitud del juicio denegatorio efectuado por el órgano 

jurisdiccional de Alzada al respecto, por cuanto, en modo alguno puede imputarse a la 

sentencia de Cámara los vicios que mediante el respectivo recurso se denuncian.  

Así, en cuanto al motivo de casación previsto 

por el inc. 3 del art. 383 del C. de P.C. que sirvió de base para que el quejoso ensaye su 

primer agravio o fundamento del recurso directo, sostiene en resumidas cuentas que en 

ambos casos judiciales traídos como contradictorios habría una identidad fáctica similar 

que habilitaría la vía casatoria intentada. 

Para así sostenerlo se fundamenta en que en 

ambos casos hay un contrato de mutuo bancario, garantizado con una hipoteca, que ante 

la muerte del deudor se demanda a los herederos del mismo, quienes invocan 

excepciones de pago e inhabilidad de títulos fundados en la existencia de un contrato de 

seguros tomado por los propios deudores por imposición de los Bancos otorgantes de 

los créditos, siendo a cargo de los clientes bancarios el pago de las primas mensuales, 

destacándose en ambos casos que no se permitía discutir la causa de la obligación en los 

juicios de naturaleza ejecutiva y que frente a dichas situaciones similares, se dieron 

respuestas jurídicas diferentes. 

 En la resolución denegatoria del recurso de 

casación claramente había dicho la Cámara a fs. 98vta./99 que: “…En el fallo traído 

como antitético, en primer lugar debemos destacar lo que la propia parte actora 

sostiene en los agravios, es decir, que allí se invocó pero no se acreditó por parte de la 

demandada, la existencia de un contrato de seguro de vida, lo que remite a una 
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cuestión causal vinculada al origen de la obligación, de la cual el título no contiene 

referencia alguna, que podría generar una obligación para el acreedor, de donde esa 

sencilla cuestión, la eventualidad de la existencia de una obligación conexa, importa 

derrumbar la fuerza ejecutiva del título (f. 377 vta. 2do párrafo)…”. 

Lo que implica que en el caso traído como 

contradictorio por el quejoso se invocó pero no se acreditó la existencia de un contrato 

de seguro, aspecto que obsta totalmente la procedencia del recurso de casación por la 

causal del inc. 3 del art. 383 del C. de P.C. 

Esa sola y única diferencia entre ambos casos 

constituye a juicio de este Ministerio Público una divergencia fáctica tan ostensible que 

no alcanza para abrir el recurso extraordinario intentado, toda vez que las disímiles 

soluciones jurídicas en uno y otro supuesto están totalmente justificadas y son 

ostensibles. No es lo mismo resolver un caso con la existencia de un contrato de seguro 

de vida obligatorio que otro sin la presencia de él, sus consecuencias jurídicas serán 

totalmente distintas. 

Así lo sostuvo acertadamente la Cámara en el 

Auto denegatorio de la casación a fs. 99vta., cuando expresó: “…lo único que exhiben 

ambos fallos es una diversa idea de justicia, nada más, expresada al resolver cuestiones 

fácticas diversas con un diferente enfoque axiológico … Nunca puede ser lo mismo la 

resolución de una cuestión en la que se invoca pero no se prueba la existencia del 

seguro de vida en una hipoteca constituida para garantizar un contrato de mutuo; con 

la ejecución de una hipoteca de tipo revolving, de la que surge el seguro de vida 

continente de ambos créditos que se reclaman y reconocido por el ejecutante, no solo 

de su existencia, sino del pago de las primas y la muerte del titular, pero con la 

pretensión de ampararse en la institución de la reticencia”. 

Frente a tales claros y contundentes 

argumentos no logra el quejoso revertir el resultado adverso de su recurso en la queja 

intentada. 
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Intenta el quejoso aludir a la discusión de la 

causa de la obligación y a que en el contrato de mutuo base de la acción no se 

constituyó el seguro de vida ante la muerte del deudor, sino en documentos posteriores 

complementarios del crédito; siendo ambas ideas insuficientes para rebatir a criterio de 

este Ministerio Público la denegatoria de la vía casatoria intentada, por constituir meras 

discrepancias de criterio, que intentan lucir como extremos fácticos diferentes cuando 

no lo son. 

Tiene dicho el Alto Cuerpo Provincial que: 

“…Lo verdaderamente trascendente a los fines de la uniformación jurisprudencial es 

que los fallos confrontados hayan dado una solución jurídica diversa a las mismas 

situaciones fácticas sometidas a juzgamiento, en desmedro de la seguridad jurídica y la 

igualdad ante la ley” (TSJ, Sala Civil y Comercial, Sent. Nº 37 del 20-04-04 en autos: 

“Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Nievas Juan José  - Ejecutivo – Recurso de 

Casación”). 

Lo que en definitiva es coincidente con la 

doctrina procesalista que requiere para la procedencia de este motivo casatorio (inc. 3) 

no solo que se haya interpretado de manera diversa una misma regla jurídica, sino que 

lo haya sido al tiempo de resolver “supuestos fácticos análogos”.  

En tal sentido, se ha dicho que: “…Con todo, 

lo cierto es que no caben dudas que el objeto del motivo sustancial es rever el juicio 

dado por la sentencia impugnada sobre la cuestión de derecho. No puede llevar, en 

cambio, su examen a los hechos de la causa, debiendo, por tanto, asumirlos como 

fueron establecidos y descritos en la sentencia impugnada” (Liebman Enrico Tullio, 

“Manual de Derecho Procesal Civil”, Ejea, p. 507; De La Rúa Fernando, “El recurso de 

casación. En el derecho positivo argentino”, Zavalía, p. 105, citados en Mariano A. Díaz 

Villasuso, “Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba, Tomo II, 

Arts. 241 a 455, Comentado y concordado, Doctrina y jurisprudencia, Advocatus, 

Córdoba, 2016, página 629). 
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Por ello, en modo concluyente y dirimente 

para la solución del presente recurso de queja, en opinión de este Ministerio Público, 

cabe la aplicación al caso de autos de la siguiente Doctrina Judicial que emana del Alto 

Cuerpo provincial: “…En otros términos, le está vedado al órgano casatorio revisar y/o 

alterar la plataforma fáctica que los tribunales ordinarios adoptaran como premisa 

menor de su silogismo sentencial” (TSJ, Sala Civil y Comercial, Auto Nº 396 del 03-12-

12 en autos: “Fisco de la Provincia de Córdoba c/ Cabrera Cándido R. y otros – 

Ejecutivo fiscal – Recurso de casación”). 

Por otra parte, en cuanto al motivo de casación 

previsto por el inc. 1 del art. 383 del C. de P.C. de falta de fundamentación lógica y 

legal, que sirvió de base para que el quejoso ensaye su tercer agravio o fundamento del 

recurso directo, sostiene en resumidas cuentas que el Auto denegatorio carece de su 

debida fundamentación, toda vez que presume, sin basarse en indicios suficientes, 

graves y concordantes, que el seguro de vida obligatorio pagó el crédito base de la 

presente acción. 

Fundamenta tales afirmaciones en que no hay 

en todo el plexo normativo legal una presunción (iuris tantum) que autorice a presumir 

el pago de la deuda cuando exista seguro de vida colectivo y pago regular de las primas, 

no teniendo sustento alguno la inversión de la carga de la prueba que aplica la Cámara 

en contra de su parte, siendo que el contrato de seguros nunca estuvo incluido en el 

mutuo original, sino que habría sido contratado en instrumentos posteriores bancario 

anexos. 

Dichas expresiones no constituyen suficiente 

argumento o fundamento -a criterio de este Ministerio Público- para lograr la 

procedencia del recurso directo y de esa forma poder intentar revertir la suerte adversa 

de la casación rechazada, toda vez que constituyen meras discrepancias con lo resuelto 

por la Cámara pero que en modo alguno pueda endilgarse a ella falta de fundamentación 

lógica y legal. 
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En efecto, a fs. 102/102vta. la Cámara 

correctamente expresa: “…se trata de un planteo desordenado, que deriva en 

conclusiones que no respetan las constancias de la causa, porque le faltó agregar 

términos fundamentales de la sentencia, como cuando habla de la existencia de un 

seguro de vida por el saldo deudor, pero omite amañadamente agregar “que el 

beneficiario es el propio banco, quien lo impone entre sus cláusulas contractuales por 

servicios financieros”; por ello, producido el hecho de la muerte (suficientemente 

acreditado) y el pago de la prima por parte del cliente (también confirmado), ello crea 

la “presunción” (el énfasis nos pertenece) de la extinción de la deuda y como tal cae la 

calidad del título ejecutivo del contrato de hipoteca. … Nunca se dijo que la compañía 

de seguro lo haya pagado. Se dijo que ocurrido y acreditado el hecho de la muerte del 

deudor y acreditada la existencia de un seguro de vida sobre los saldos deudores y el 

pago de la prima del seguro, hace presumir el pago. Pero se agrega el porqué de ello… 

En definitiva, el silogismo está mal formulado porque se hace sobre un análisis 

parcializado y tendencioso de los fundamentos de la sentencia que lo descalifica como 

agravio”.         

De lo precedentemente relacionado se 

desprende que el Auto impugnado se encuentra debidamente fundado, más allá de que 

ello sea satisfactorio o no para el recurrente; las protestas impugnativas que se vierten 

en su contra no importan verdaderos vicios formales sino más bien eventuales errores in 

iudicando, insusceptibles de ser revisados en la instancia pretendida por la actora. 

La invocada causal del inciso 1 del art. 383 del 

C de P.C. no se configura porque la impugnación se reduce a una mera discrepancia con 

la justicia de la decisión, pretendiéndose reabrir el debate en una tercera instancia. La 

recurrente discrepa con la valoración efectuada por el tribunal de las constancias de 

autos, invocando una “fragmentación” de partes del proceso, pero no demuestra la falta 

de fundamentación que alega. 
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Soslayando la explicación precedentemente 

reseñada, la quejosa insiste, ahora en su recurso directo, en los motivos ya vertidos en la 

casación, remarcando la existencia de los vicios ya denunciados y volviendo en su 

recurso directo a cada uno de los fundamentos vertidos en su remedio casatorio, incluso 

omitiendo uno de los motivos de la casación intentados de violación al principio de 

congruencia. 

Al así hacerlo, a pesar del esfuerzo para 

construir una argumentación coherente, la crítica “razonada” se disipa y sólo da paso a 

un disenso genérico, abstracto, basado únicamente en el interés de parte; la memoria 

recursiva no resulta suficiente para considerar que el tribunal se ha apartado de la regla 

legal que corresponde al hecho justiciable. 

No se incurre en falta de fundamentación por 

el solo hecho de cambiar el encuadre jurídico de la cuestión fáctica sometida a 

juzgamiento, máxime cuando se encuentran en juego aspectos que hacen a la aplicación 

de la Ley de Defensa del Consumidor. 

En efecto, no puede soslayar el impugnante 

que el consumidor o usuario es el sujeto que por naturaleza se encuentra ubicado en una 

situación de debilidad a la que el derecho debe observar y proteger y que la aplicación 

de la inversión de la carga de la prueba ha sido conforme a derecho, poniendo en cabeza 

del Banco la carga de acreditar la ruptura de la presunción de pago del crédito por parte 

del seguro, impuesto obligatoriamente por la propia Entidad Crediticia a su cliente. 

Así las cosas, el impugnante no consigue 

denunciar deficiencia alguna en la regularidad de la sentencia que recurre en casación 

que pueda corregirse en el limitado ámbito de control por infracción de las formas, 

compendiado en los incisos 1 y 2 del artículo 383 de la ley formal. Por el contrario, 

todas sus críticas confluyen en meras discrepancias con el temperamento seguido por el 

mérito, al no aplicar un criterio jurídico que considera más favorable a su pretensión. 
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La conclusión que ocasiona agravio, a más de 

resultar ajustada a derecho, no ha sido enervada por el quejoso, quien en esta instancia 

se ha limitado a emitir su apreciación personal. 

Los supuestos de los incisos 1 y 2 del artículo 

383 de la ley de forma, en modo alguno admiten que el Tribunal de casación suplante 

las conclusiones que los Jueces de Mérito han extraído de la valoración jurídico-

sustancial de los hechos llevados a su conocimiento, al exceder ello el control de 

legalidad formal de los pronunciamientos judiciales. 

"No debe olvidarse que el acceso a esta fase 

de carácter extraordinario se subordina a la existencia de una actividad crítica y 

calificada que, al demostrar la impropiedad de las conclusiones desestimatorias de 

casación, amerite la intervención pretendida" (Sala Civil, Sent. n° 43, del 29/5/01, en 

autos: "Resk Ernesto c/ Alejandro Néstor Ortiz, PVE- Recurso Directo"). En el caso, la 

carga aludida no ha sido satisfecha, lo que impide la admisibilidad de la impugnación. 

Desde esta Fiscalía General se estima que el 

recurso directo debe ser rechazado desde que la Cámara fundamentó y expuso los 

argumentos fácticos y jurídicos que justifican la resolución a la que arriba, al rechazar la 

casación previamente intentada. 

El Auto dictado contiene un juicio lógico: se 

ha explicitado el pensamiento a fin de que sea cognoscible el razonamiento que le sirve 

de base. Esta motivación es válida y eficaz pues contiene una exposición de las razones 

causantes de la convicción del juez respecto de las argumentaciones esenciales y 

computables de las partes. 

En ese orden de ideas el tribunal dirimió la 

cuestión exponiendo las razones que tuvo para decidir y concluir que le asiste razón a la 

parte demandada, en el rechazo en definitiva de la vía ejecutiva intentada por la actora, 

en base a la aplicación de normas y principios de orden público -y superior- contenidos 
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en la Ley de Defensa del Consumidor y en virtud de ello, rechazar la concesión del 

recurso extraordinario impetrado por el Banco. 

En consecuencia, coincidimos con la doctrina 

procesalista moderna cuando expresa que: “…sustancialmente porque los magistrados 

no deben ser fugitivos de la realidad, al momento de resolver se deberán tener en 

consideración los hechos que -sin variar los elementos de la pretensión o su oposición- 

alteraron el derecho que fundamenta la demanda o su contestación, esto es, la situación 

fáctica-jurídica que existía al tiempo de trabarse la litis. … La valoración de esta clase 

de hechos en modo alguno implicará una violación al principio de congruencia -ni su 

flexibilización-, desde que sólo se trata de tener en miramiento los hechos esenciales 

que hacen a la causa petendi pero en su dimensión actual…” (Díaz Villasuso Mariano 

Andrés, “Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba”, Tomo II, 

Arts. 241 a 455, Comentado y concordado, Doctrina y jurisprudencia, Advocatus, 

Córdoba, 2016, páginas 312 y 313). 

Todas las falencias recursivas apuntadas llevan 

a este Ministerio Público a concluir en sentido coincidente con lo resuelto por el mérito 

en la denegación de la senda casatoria, determinando ello un dictamen contrario a la 

procedencia de la queja traída a análisis. 

IV. Conclusión 

Por todas las razones expuestas, esta Fiscalía 

General concluye que corresponde rechazar el recurso directo interpuesto por la parte 

actora, y en su consecuencia, confirmar la resolución impugnada en cuanto declara 

inadmisible la casación previamente articulada.  

Fiscalía General,      de septiembre de 2018.  

 

 


